12
Septiembre de 2003

13
Análisis de Coyuntura


Análisis de Coyuntura

Mensual – Septiembre de 2003

Año II – Número 40


Este trabajo es realizado por un equipo que se propone seguir el desarrollo de la coyuntura mundial así como sus particularidades en Latinoamérica y Argentina. El objetivo es producir una herramienta de análisis que contribuya a la discusión de la situación que vivimos. Para esto, se siguen a diario diversos periódicos y fuentes de información locales, latinoamericanas, estadounidenses y europeas, buscando una visión amplia que permita extraer las posturas y comportamientos de las diferentes burguesías y organismos internacionales en torno a temas tales como el desarrollo de la crisis y la recesión mundial, el desempleo, la concentración del capital, la apertura de los mercados, las políticas crediticias, comerciales, monetarias, laborales, de regionalización, de militarización, etc.

Fuentes consultadas: EE.UU.: Wall Street Journal (WSJ); New York Times (NYT); Washington Post (WP) /// Francia: Le Fígaro (LF); Le Monde (LM) /// Gran Bretaña: The Economist (TE); BBC News (BBC) /// México: La Jornada de México (LJdM) /// Brasil: O Estado do Sâo Paulo (ESP); Folha de Sao Paulo (FSP) /// Argentina: Clarín (C); La Nación (LN) 

Para contactarnos: informecon@yahoo.com.ar

Situación mundial

La situación económica mundial continúa deteriorándose. “Stephen Roach, economista en jefe de Morgan Stanley (reconocido pesimista en Wall Street), declaró que la economía mundial enfrenta la mayor combinación de problemas macro desde el final de la segunda guerra mundial” (TE 18/9). Y mientras “esta combinación de problemas” continúa desarrollándose, es cada vez más patente la imposibilidad de sostener o alcanzar acuerdos multilaterales sólidos: en lo comercial, la OMC cerró su cumbre sin ningún resultado tangible; en lo político, la ONU no sale de la “irrelevancia” a que puede condenarla el más poderoso de sus miembros; mientras que el FMI cede a esas mismas presiones a la hora de acordar con Argentina en contra de su tradicional rol de gendarme financiero. Por el contrario, las salidas que se ensayan frente a la crisis desnudan una furiosa puja por descargar en otros hombros los costos. Así, predomina el unilateralismo –eufemismo para “ley del más fuerte”– de modo cada vez más desnudo. 

Cumbre de la OMC en Cancún

Se realizó entre los días 10 y 14 de septiembre. La OMC reemplazó en 1994 al Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio (GATT, por sus siglas en inglés) y su objetivo primordial es liberalizar el comercio mundial y establecer sus pautas generales. Actualmente cuenta con 146 países miembro; los intereses de cada uno de ellos y los bloques que forman resultan dispares y antagónicos, y es por ello que Cancún terminó en un estrepitoso fracaso –como ocurrió en las reuniones de Seattle en 1999 y parcialmente en Doha en 2001. Es que si de un lado, la necesidad de conseguir levantar las barreras a la circulación de las mercancías resulta de interés para todos los productores en general; por otro lado, al implicar necesariamente la eliminación de los menos “competitivos”, estos acuden a su clase política en un intento desesperado por evitar ser absorbidos por la concentración y centralización del capital. Veamos qué sucede.

¿Qué se está discutiendo?

En 2001, en la ciudad de Doha en Qatar, se realizó en el marco de la OMC una serie de acuerdos para liberalizar del comercio alrededor de varios temas: subsidios agrícolas, aranceles industriales, servicios, plazos de aplicación de los acuerdos, medio ambiente y algunas cláusulas de propiedad industrial. Los ministros también acordaron que podrían celebrarse nuevas negociaciones en otras esferas como facilidades al comercio, transparencia en las compras gubernamentales, garantías para las inversiones y regulaciones sobre la competencia. Este último conjunto recibe el nombre de “temas de Singapur”, y agrupa a las principales demandas de los países desarrollados.

Agricultura es el tema que mayores dificultades planteó, por la resistencia de los gobiernos de países industrializados (EEUU, Unión Europea y Japón) a reducir los subsidios que conceden a sus productores y que dejan fuera de competencia a los bienes agrícolas producidos en las naciones menos desarrolladas, donde las subvenciones son escasas. Según un informe del Banco Mundial, siete de cada diez pobres del mundo viven en zonas rurales y obtienen sus ingresos de la actividad agrícola. Mientras en todo el planeta, 1.200 millones de personas (una quinta parte de la población mundial) sobreviven con menos de un dólar diario, los productores de ganado de la UE reciben subsidios de al menos dos dólares diarios por vaca (cifra que se duplica en Japón). Las políticas agrícolas de la UE reducen las exportaciones de los países subdesarrollados en más de 20.000 millones de dólares anuales; las políticas de EEUU en cerca de 11.000 millones de dólares, y las japonesas en 5.300 millones. El mayor impacto lo sufre América Latina y el Caribe, donde los ingresos agrícolas se reducen en cerca de 8.300 millones de dólares al año, seguida por Asia y África Subsahariana. Las subvenciones agrícolas alcanzan cada año 360.000 millones de dólares; el 70% se dirige directamente a los agricultores a gran escala y trasnacionales. “Esto tiene por efecto estimular la superproducción en países ricos con costos elevados y excluir los productos potencialmente más competitivos de los países pobres”, señala el Banco Mundial. El plazo para acordar las “modalidades” de negociación terminó el 31/3. 

En cuanto a la liberalización de los servicios, se permitiría a compañías competir libremente en otros países –desde luego sólo las empresas de países industrializados están en posibilidad de hacerlo. Hasta ahora las propuestas abarcan sectores como servicios profesionales, telecomunicaciones, turismo, servicios financieros, de distribución, energéticas, transporte marítimo, correo y servicios relacionados con el medio ambiente y la educación. De acuerdo con Global Exchange, organización civil internacional que monitorea las políticas de la OMC, se está buscando la privatización de servicios básicos como educación, salud, energía y agua. 

Otro tema fundamental es el manejo de patentes. Durante la ronda de negociaciones del GATT, Estados Unidos consiguió imponer su sistema de patentes al mundo a través de la OMC. Las corporaciones estadounidenses impusieron toda una serie de patentes que pone en peligro la posibilidad de erradicar enfermedades por falta de recursos para pagar las regalías correspondientes a las patentes impuestas por EEUU y la UE: “Los TRIP (Leyes de patentes y de propiedad) globalizaron las leyes sobre los derechos de propiedad intelectual estadounidenses y también eliminaron las barreras decisivas éticas y morales al incluir las formas de vida y la biodiversidad en la categoría de lo patentable”, explica Vandana Shiva, del directorio del Foro Internacional sobre Globalización, organismo independiente (LJdM 8/9)

Estos temas generaron un profundo debate en el seno de la organización (y por fuera de ella) debido a la contraposición de intereses. Veamos cuáles son.

¿Qué intereses se manifiestan?

En primer lugar hay que decir que los organismos internacionales presionan para lograr una mayor liberalización del comercio y la economía. Esto permitiría una mayor circulación de los recursos y posibilitaría una mayor entregas de créditos a los países involucrados. Según, el FMI, el Banco Mundial (BM) y la OCDE: “Los países ricos deben tomar la iniciativa en las áreas que bloquean actualmente las negociaciones, en particular la agricultura”. Y además “Los países con ingresos medios deben contribuir también a bajar los aranceles aduaneros que golpean no sólo a sus propios ciudadanos, sino también a los de otros países en desarrollo. (LJdM 5/9) La realidad es algo distinta… 

Países desarrollados. Los tres grandes bloques (EEUU, UE y Japón) subsidian su agricultura, generando así una sobreproducción que deprime los precios mundiales de los alimentos. Con estos precios artificialmente disminuidos, las potencias se disputan el mercado alimentario tercermundista con el fin de ganar zonas de influencia, a la vez que fortalecen a las grandes corporaciones alimentarias, que así reducen costos y elevan sus ganancias. La agricultura tiene, por tanto, un papel estratégico en la pugna mundial por el poder. EEUU y la UE llegaron a Cancún con la determinación de imponer un acuerdo mundial en materia de comercio agrícola que dejara a salvo sus subsidios. En contraste, no estaban dispuestos a ofrecer prácticamente nada a las naciones que –obligadas por los organismos financieros internacionales– ya han abierto sus mercados a las importaciones agrícolas, y que están así completamente inermes ante una competencia desleal que amenaza destruir su capacidad productiva en el ámbito de la producción de alimentos y otros productos del campo –como ejemplo concreto valga el caso de México y el NAFTA. 

EEUU: a pesar de su retórica sobre el libre comercio, George W. Bush aumentó las tarifas a las importaciones de acero y firmó una ley agrícola que sumó miles de millones de dólares para los subsidios. EEUU propuso en la cumbre aplicar un plan modesto sobre la quita de subsidios al campo y reducir en forma gradual los aranceles de productos no agrícolas. En materia de patentes, si bien tuvo que ceder ante la presión de diferentes organismos sobre el uso de genéricos para evitar la propagación de epidemias y otras enfermedades en las regiones más pobres, no se llegó a un acuerdo real sobre el mismo, merced al rechazo de este tipo de acuerdos por parte de los grandes laboratorios. 

Unión Europea. El comisionado europeo de Comercio, Pascal Lamy, representa los intereses de las 15 naciones de la UE, así como de 10 países que se unirán al bloque el año próximo. La UE ha defendido su política agrícola y comparte con EEUU, el planteo de una reducción gradual de los subsidios al campo. En las negociaciones, la UE presiona para que otras naciones recorten sus aranceles para productos industriales y abran sus mercados de servicios a firmas europeas, a cambio de las reformas en los subsidios. 

Grupo de los 21 (G-21): Se formó en agosto de 2003, es liderado por Brasil y plantea la eliminación de subsidios a la exportación de bienes agrícolas, eliminación que es rechazada por las naciones industrializadas. Sus miembros son: Argentina, Brasil, Bolivia, Chile, China, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, India, México, Paraguay, Perú, Filipinas, Tailandia, Sudáfrica, Cuba, Pakistán, El Salvador, Venezuela y Egipto, países que albergan a 63 de cada 100 agricultores del mundo. (13/9)

Celso Amorim, canciller brasileño, afirmó: “No estamos dispuestos a aceptar que Cancún se transforme en una carrera sin rumbo, acelerada artificialmente por participantes que desean cambiar sus reglas a medio camino. (…) No podemos traicionar nuestras expectativas legítimas permitiendo la reducción de las ambiciones en los temas de nuestro interés, sobre todo en agricultura, y encubriendo la preservación de privilegios para los países desarrollados”. 

Grupo Cairns. Muchos de sus integrantes forman parte del G-21. Lo integran Australia, Canadá, Brasil y Argentina, junto con otras 14 naciones mayormente agrícolas que suman un tercio de las exportaciones mundiales. Busca agresivamente la apertura de mercados y que la UE, Japón y EE.UU. recorten sus subsidios y sus aranceles de importación. 

Los países en desarrollo. Las naciones pobres constituyen tres cuartas partes de los 146 miembros de la OMC, pero también representan una variedad de intereses conflictivos dentro del bloque. Los unifica la búsqueda de la eliminación de subsidios en los países industrializados y la cuestión de las patentes medicinales. 

Resultados de la Cumbre

No hubo acuerdo para avanzar en la liberalización del comercio global. Fue el segundo gran fracaso de la OMC desde el desastre de las conversaciones de 1999 en Seattle que acabaron con una violenta movilización en las calles y el nacimiento del movimiento social en contra de la globalización. A la falta de acuerdo en el tema agrícola, se sumó la negativa de los países subdesarrollados a discutir sobre los “temas de Singapur”. Los países africanos y del Caribe, fueron los primeros en romper las conversaciones y dar por terminada la cumbre. Para muchas naciones se trató de una maniobra distractiva –pues ser retiraron en protesta contra los temas de Singapur– para quitar del centro el verdadero punto de fricción: los subsidios agrícolas de los países desarrollados. 

Hubo acusaciones mutuas entre los diferentes representantes. “Un grupo de países en desarrollo abusó de tácticas de inflexibilidad y una retórica inflamada”, se quejó Robert Zoellick, representante de EE.UU., apuntando a los opositores a los temas de Singapur y al G-21. El negociador estadounidense les recordó a todos ellos que salieron de Cancún “con las manos vacías”. 
Por su parte, el comisario europeo de agricultura, Franz Fischer, fue contundente y consideró que la propuesta agrícola presentada “está fuera de órbita. No puedo evitar pensar que estamos en distintas órbitas. Si quieren hacer negocios, deben poner los pies en el suelo” (LJdM 5/9). 

El canciller brasileño Celso Amorín, figura central de esta ronda como coordinador del grupo antiproteccionista afirmó que: “No nos vamos con resultados concretos pero logramos el respeto de todo el mundo al G-22. Nuestro reclamo no es ideológico, la agricultura es un tema importante para los países en desarrollo” (C 15/9).

Consecuencias

“«Vamos a buscar otros espacios» dijo Robert Zoellick, representante de comercio de EE.UU. (...) quien está tratando de negociar acuerdos de libre comercio con 14 países, incluyendo 5 de América Central. Los estadounidenses dijeron que al romperse las conversaciones en Cancún, todavía más países se acercaron para solicitar acuerdos bilaterales (...) China y Japón se disponen a negociar acuerdos de libre comercio regionales con grupos de vecinos, una decisión que podría acelerarse tras la reunión en Cancún (...) Los europeos, dedicados multilateralistas, podrían ser los grandes perdedores de lo que se avecina. La UE postergó nuevos acuerdos bilaterales hasta que se completara la ronda de Doha” (WSJA, 16/9). 

Un hecho novedoso es que los países con fuerte presencia de una burguesía rural exportadora hayan presentando un frente común en las negociaciones mundiales. En los primeros foros comerciales la disputa involucraba únicamente a los países del primer mundo: EEUU exigía a la UE y a Japón la reducción de subsidios a la exportación y de las barreras a la entrada; en cambio en esta cumbre la polaridad fue norte-sur. El posicionamiento del grupo G-21 y su avanzada, generó una fuerte voz contra los subsidios agrícolas e impidió que los países desarrollados impusieran la discusión de los temas de Singapur, claramente desfavorables para los países del tercer mundo. La alianza de los antiguos contendientes –EE.UU. y la UE– refleja la fuerza alcanzada por el grupo de los países no desarrollados. Calificado como “grupo de los paralíticos” por Robert Zoellick, el G21 representa más de la mitad de la población mundial y alrededor de dos terceras partes de los campesinos del planeta. (LJdM 18/9). 

Por otra parte, esta mayor resistencia mundial ante los países industrializados, va acompañada por un creciente costo político que éstos tendrían que asumir para liberalizar sus agriculturas. La pregunta es si pueden aplicar otras políticas económicas, si pueden realizar una apertura comercial que perjudicará a sus productores, puestos a competir contra las grandes corporaciones instaladas en los países del tercer mundo. Desde nuestra óptica, la recesión económica mundial, y en particular a la que afecta los países industrializados, impulsa un aumento del proteccionismo en contra de una apertura comercial que genere una mayor recesión interna. Es por ello que se oponen a la eliminación de subsidios. La negativa a reducir los subsidios responde a los enormes intereses que se verían afectados con una decisión de esta naturaleza: la industria alimentaria transnacional, las grandes comercializadoras de granos y la reducida elite de productores agropecuarios de las naciones desarrolladas que concentran los subsidios. Más en lo inmediato, la búsqueda de reelección del presidente Bush también es un factor hacia el mantenimiento del proteccionismo, ya que los granjeros constituyen un sector importante del electorado estadounidense. 

La cuestión cambia cuando se trata de productos manufacturados o industriales. Se alienta una apertura al comercio debido a que los países del tercer mundo, y sus burguesías correspondientes, están incapacitadas de competir ante los gigantes de la UE y EEUU. Aquí la discusión fuerte está entre las propias burguesías de los países europeos y la norteamericana. 

Finalmente, el movimiento social en contra de los organismos internacionales es cada vez mayor. Representantes campesinos de numerosos países, organizaciones mundiales como Vía Campesina, organismos no gubernamentales de amplio espectro confluyen en un movimiento que tiende a crecer y multiplicarse, albergando dentro de él a numerosas tendencias y posicionamientos. (LJdM 18/9)

A partir de todo esto, y en contradicción con la necesidad general del capital por la liberalización, los impulsos proteccionistas se hacen sentir. La relación entre EE.UU. y China tratada en la sección siguiente, ilustra ambos aspectos de modo patente.

Concentración, centralización y apertura de los mercados

“«Esto es una guerra comercial con China» se oyó el 1° de agosto en el Día de la Conciencia Industrial (MAD por sus siglas en inglés) en Connecticut por una nueva agrupación comercial anti-China llamada MAD in USA” (TE 18/9). Como es habitual en EE.UU. la solución a problemas domésticos se busca en un enemigo foráneo. Fue Japón durante la recesión de los ’80, ahora es el turno de China. La elección de dicho país no es arbitraria, veamos porqué.

Desde 1995, EE.UU. dio cuenta del 60% de la realización (venta) del PBI mundial. Esto fue posible porque, en dicho lapso, tuvo lugar un “extraordinario aumento del consumo norteamericano. La demanda doméstica en EE.UU. se elevó, en promedio, un 3,7% por año desde 1995, el doble que el resto de los países ricos” (TE 18/9). Los bienes y servicios consumidos podían ser producidos en EE.UU. o en el exterior. En ambas situaciones, el papel del crédito resulta fundamental. En el primer caso, los dólares emitidos por el gobierno circulan internamente y, en algún lugar dentro del territorio la moneda permanece y circula (una parte la recupera el estado como impuestos, etc.). Cuando ocurre que un país, por diversos motivos (pues adquiere productos o servicios que no produce, etc.) compra productos en el exterior, los abona con su propia moneda. Para ser recuperada, en algún momento tiene que venderle algún producto a ese país o a un tercero que a su vez le venda a él. De esta manera, la moneda retorna a su lugar de emisión y todos los países tuvieron un comercio equilibrado. Este mundo hipotético presenta mayores y más complejos mecanismos y medios de pago, pero, la esencia del comercio es el intercambio de productos o servicios con valor de uso (susceptibles de ser consumidos, útiles).

El proceso de desarrollo tecnológico y su impacto sobre los procesos de producción, da lugar a productos mejores y más baratos. Esto significó que en determinados lugares (por diferentes condiciones sociales, naturales, etc.) fuese más conveniente producir determinadas cosas y no otras. Este proceso, denominado división internacional del trabajo, se producía de forma objetiva, independientemente de la voluntad de sus protagonistas. Aunque, al actuar en dicho escenario, cada capitalista individual buscaba acomodarse a la evolución de la situación. Así, “desde el pico máximo de empleo industrial en 1978, la economía norteamericana redujo los puestos industriales en 6.000.000 (...) la participación de la industria en la economía pasó de 21% a 14% (...) muchos de los puestos se perdieron cuando las empresas establecieron la producción en el extranjero o fueron forzadas al cierre por la competencia de mercancías extranjeras más baratas” (WP 3/9). Es decir, buscando sostener o incrementar su ganancia, los mismos empresarios “exportaron la producción” al punto en que hoy “más de la mitad de los productos consumidos por los norteamericanos son fabricados en el extranjero, de un 31% registrado en 1987” (NYT 17/8). En ambos casos –quiebra o ida al extranjero– es lógico que la reducción de empleos deja a los nuevos desocupados imposibilitados de consumir al mismo ritmo que antes. 

Los consumidores se beneficiaron de los menores costos de las mercancías y servicios importados. Al comienzo, los ahorros podían hacer frente a las compras pero, en un momento, resultaría imperioso o bien venderle al mundo para recuperarlos o poder contar con crédito para las compras. Del lado de los países vendedores, en este caso China (pero incluye a todo el resto), la necesidad de vender sus productos significó la aceptación de mecanismos de crédito al país más poderoso y con el mayor nivel de consumo y despilfarro. Dicha financiación podía encontrar diversos mecanismos: inversiones directas, compras de bonos de empresas o del tesoro, derechos de giro, etc. La diferencia entre todos los fondos que ingresaron y que salieron en la economía de un país recibe el nombre de Balanza de Cuenta Corriente. El avance del proceso descrito significó que “luego de que a fines de los ’70, después de décadas de continuos superávit de cuenta corriente, EE.UU. fuese un país acreedor (...) persistentes déficit de cuenta corriente convirtieron al país en un deudor neto en 1985, a partir de lo cual se hundió más y más en el rojo. A fines de 2002, la deuda externa neta alcanzó el 25% del PBI” (TE 18/9). Hasta el año 2000, cuando estalló la burbuja informática, gran parte del déficit de cuenta corriente fue financiado por inversión extranjera directa (es decir, capitales que se radican en EE.UU.). La calidad de los fondos que continúan financiando el consumo norteamericano en el 2003, hace temblar a los mercados financieros: principalmente fondos especulativos y adquisición de bonos del tesoro por parte de bancos centrales extranjeros. Por un lado, de continuar creciendo el endeudamiento, significará anualmente “150.000 millones en pago de intereses, un 1,2% del PBI. Un impresionante incremento de los 4.000 millones actuales, lo que puede empezar a doler” (TE 18/9). Por el otro, depende de un financiamiento cortoplacista. 

Y el endeudamiento crecerá: observemos que el nivel de déficit fiscal del gobierno republicano de George W. Bush alcanzará 480.000 millones el período fiscal 2004 (WP 26/8), y seguramente será mayor pues contiene varios trucos contables y no incluye el costo de la intervención en Irak –que rondaría los 100.000 millones de dólares (TE 3/9). El déficit resulta central en el sostenimiento de la demanda norteamericana, en forma directa por la cantidad y calidad del gasto público, predominante-mente en Seguridad y Militarización, de forma indirecta por el peso del sector privado en actividades económicas relacionadas con los contratos públicos. Y este déficit se financia con la emisión de bonos del tesoro norteamericano. 

Actualmente, los mayores tenedores de bonos son los bancos centrales asiáticos, que financiaron en el primer semestre del año 2003 más de la mitad del déficit de cuenta corriente (TE 30/8). La figura del matrimonio, esgrimida por muchos analistas para ejemplificar la relación con China (y en general con el Sudeste Asiático) es acertada: pese a las peleas existe una necesidad mutua. “«EE.UU. simplemente no puede tener industrias. No se trata de ventajas comparativas. No tiene caso centrar la cuestión en China. Si los productos baratos no viniesen de China lo harían de Filipinas, Taiwán, Indonesia. Este debate es político, no económico» manifestó Larry Lang economista de la Universidad de Hong Kong (...) John B. Taylor, subsecretario del Tesoro en relaciones internacionales, recientemente rebajó la noción de que China es el principal causante del malestar industrial: «la proporción de empleos industriales viene reduciéndose desde hace 50 años» (...) La percepción de que China es una amenaza económica tiene su origen en que sus exportaciones crecieron un 22% el año pasado y 34% en la primera mitad del 2003, para alcanzar 190.000 millones de dólares. Dos tercios de los teléfonos celulares, tres cuartas partes de los juguetes, 70% de los árboles de navidad vendidos en EE.UU. provienen de China (...) No obstante, las importaciones chinas crecen en una proporción mayor que las exportaciones, alcanzando los 186.000 millones en la primera mitad de este año, un incremento de 45%. Esta es la diferencia fundamental con el Japón de los ’80, con un mercado extremadamente cerrado y protegido, hostil a la inversión extranjera (...) China, por el contrario, recibió más de 50.000 millones de dólares en inversión extranjera el año pasado solamente, el mayor receptor del mundo. Más de la mitad de las exportaciones chinas son producidas por empresas de inversión extranjera, en gran proporción de Taiwán y Hong Kong. Mientras China tiene un superávit comercial de 100.000 millones con EE.UU., en el último trimestre tuvo un pequeño déficit comercial general” (WP 1/9). Evidentemente, las presiones para que China devalúe el Yuan (anclado al dólar en 8,28 desde 1994) y Japón lo haga con el Yen, parecen un grito desesperado de los sectores económicos que no se benefician de la radicación en Asia (textiles, siderurgia, etc.). Por el momento, ambos países las eluden con relativo éxito, introduciendo reformas menores al sistema financiero o inclusive suspendiendo las conversaciones sobre apertura económica en curso (el caso chino) (WP 27/8).

Unión Europea

En la UE la situación se plantea en términos similares a los de EE.UU., con la salvedad que en el bloque existe el Pacto de Estabilidad y Crecimiento (PEC), que impide manipular la demanda mediante el gasto público. Con todo, este impedimento es relativo y hay modos de sortearlo. En este sentido puede leerse la consolidación de lo que algunos medios llaman el “eje París-Berlín”: si en lo político apunta a consolidar el poder de decisión político de los “grandes” dentro de la UE, en lo económico se imponen la reforma del estado de bienestar y la flexibilización del Pacto. El principal exponente de lo político es el proyecto de Constitución europea elaborado por la Convención, a refrendarse a principios de octubre. El punto más discutido es que las resoluciones en el Consejo de Ministros de la UE (donde se deciden las nuevas leyes) derivarían de un sistema de simple mayoría donde el voto sumado de países que represente el 60 % de la población de la zona implicaría la aprobación. Recordemos que Alemania y Francia son las naciones más pobladas de la UE. Esta opción es resistida por algunos países próximos a incorporarse, encabezados por Polonia. 

En cuanto a los intentos de flexibilizar el PEC, se trata de modificar sus reglas o de crear un presupuesto supranacional para infraestructura exceptuado de cumplir con los límites. Ambas explotan la posibilidad de estimular el crecimiento mediante la expansión de la demanda, a costa de la estabilidad del euro y de la capacidad de consumo popular. En este sentido, y como señaláramos en informes anteriores, la oposición al “eje” está constituida por el Banco Central Europeo (ver Análisis de 7/2003 y 8/2003). Como señalamos allí, el enfrentamiento se da en dos frentes. El primero en relación con los déficit de Alemania y Francia superiores a las pautas del Pacto de Estabilidad. Para Chirac “el crecimiento es al menos tal importante como la estabilidad (...) no se debe dogmatizar acerca de sólo uno de los objetivos” (LF 7/9). Los ministros de economía de ambos países coincidieron en no planean disminuirlo por lo menos hasta 2006, lo que motivó el pedido de Holanda, España y Portugal de que la Comisión les aplique sanciones que pueden ser de hasta un 0,5 % de sus PBI. La Comisión debe emitir un dictamen en este sentido en los próximos días; pero parece poco probable que las demandas de países que sumados aportan el 15% del PBI de la zona, sean satisfechas en perjuicio de quienes representan el 54% (lo que va en el mismo rumbo que el proyecto constitucional). El Consejo de Administración del FMI emitió estos días un comunicado en favor de la “flexibilización” del pacto: “el BCE debería poner el acento sobre el crecimiento antes que sobre la estabilidad” y, en la conferencia de Dubai, Khoeler llamó a Europa a concentrarse en su demanda interna (LF 17/9). El “eje” se manifiesta además favorable a la implementación del plan de infraestructura propuesto por la presidencia italiana (ver Análisis de 6/2003).

Un segundo foco de conflicto es el uso de fondos públicos para salvatajes de áreas “clave” de la economía nacional, política especialmente preconizada por el gobierno francés (Alstom, Telecom, Bull, EDF). Este mes, los reparos de la Comisión para el salvataje de Alstom (ver Análisis de 8/2003) parecen haber sido vencidos, en gran medida por el giro en la posición de Alemania, interesada en acudir en ayuda de su poderoso sector químico (LF, 21/8). El equipo de economía francés anunció, en contradicción con su programa de recorte de gastos estatales, que los fondos para la renovación de infraestructura en aeropuertos se incrementará. 

En cuanto el “estado de bienestar”: los programas alemán (“Agenda 2010”) y francés (“Agenda 2006”) de reforma del Estado se basan ambos en el recorte de gastos y la privatización al menos parcial de los sistemas de salud, en la flexibilización de la jornada laboral mediante una “reclasificación regional de las categorías de trabajo” que permitiría incorporar nuevos trabajadores por encima de la jornada de 35 horas semanales (LF, 26/9), en limitar el tiempo de cobro de seguro de desempleo (antes era abierto) (LF, 20/9) y, a la vez, en generar inversiones y empleos vía baja de impuestos patronales. 

Por otra parte, el rechazo de Suecia al euro revela cómo las trabas al crecimiento que supone la pérdida de la soberanía monetaria al suscribirse el Pacto de Estabilidad, amenazan con minar la UE. Por más de un 14% se impuso la negativa a abandonar la corona como moneda nacional. La desconfianza de la mayor parte de los suecos a que la liberalización de mercados preconizada por la Comisión Europea afectaran un sistema social que cuenta con amplias prestaciones gratuitas en salud y educación, se vio reforzada por una campaña en la cual los referentes de las grandes empresas, como es el caso del director de Ericsson, C.H. Svanberg, amenazaron con emigrar de no sumarse el país a la zona euro (LF, 30/8). Aquí, como en Reino Unido, el gobierno y la patronal coinciden en predicar las bondades del ingreso a la moneda común. Pero el “sí” sólo ganó en los suburbios ricos de Estocolmo, donde logró un 75 % (TE 18/9). Ni siquiera la conmoción por el asesinato reciente de la canciller Anna Lindh (que había hecho una fuerte campaña por el “si”) pudo contrarrestar los fríos datos de la realidad: Suecia ostenta pronósticos de crecimiento de entre el 1,5 y 2% anual, frente al pálido 0,5% de la zona euro, y tiene una tasa de desempleo del 5,4%, contra casi 9% de la Zona del euro (UE12). A corto plazo, Dinamarca, Reino Unido y Suecia (casi un 20% del PBI de la UE15), no adoptarán la moneda común.

Recesión y Desempleo

A nivel mundial, el debate de fondo entre los analistas es ¿quién será el motor de crecimiento partir de ahora? El exacerbado consumismo norteamericano sostuvo al mundo en crecimiento, al precio de tremendos desajustes en la economía de EE.UU. Ahora ese mercado ve cada vez más difícil absorber más producción externa, sin una contrapartida interna acorde en cuanto a la generación de valor (ver Análisis anterior). El necesario proceso de ajuste supone acuerdos en los cuáles habrá ganadores y perdedores. Y el ejemplo de Cancún, muestra los límites de ese tipo de salida para la crisis, que sigue regida por un mosaico de relaciones de fuerzas que se interpenetran y chocan, produciendo crisis financieras aquí y allá. Nostálgicamente se recuerdan los acuerdos del Plaza Hotel en 1985 y el del Louvre en 1987, en los cuáles EE.UU., Japón, Alemania Occidental, Inglaterra y Francia establecieron medidas para controlar los serios problemas financieros que acosaban al sistema capitalista. La presencia del bloque comunista constituyó entonces un poderoso aglutinante para alcanzar un acuerdo. Hoy en día, el terrorismo no funciona en el mismo sentido, porque no encierra otra forma del organizar el mundo. 

Escándalos corporativos y regulación estatal. La revelación del monto de la jubilación que percibiría Dick Grasso, presidente de la Junta Directiva de New York Stock Exchange (NYSE), la bolsa más importante de New York, por 188 millones de dólares, fue suficiente para provocar su renuncia. Las presiones de fondos financieros y del presidente de la Securities and Exchange Commission (SEC, la Comisión Nacional de Valores) surgieron inmediatamente por el malestar económico en general y la proliferación de fondos de pensiones y jubilaciones de empleados comunes (administrados por cada empresa en forma directa) que se encuentran con déficit en su financiamiento. Los escándalos corporativos aún continúan, aunque en menor medida, e impulsan al gobierno a desarrollar medidas tendientes a incrementar el control por parte de los accionistas y de las autoridades regulatorias. Analizando un poco más la cuestión, cabe destacar que resulta conflictivo establecer dichas regulaciones: por un lado, implican costos y trabas burocrático-corporativas; pero por otro, sin esas regulaciones rige la forma tradicional de hacer negocios, que permite a los ejecutivos, directores y accionistas prominentes amasar fortunas a costa de acreedores y/o accionistas minoritarios. Luego de la ley Sarbanes-Oaxley del año pasado, sancionada en medio de las estafas contables más grandes de la historia, las maniobras de los empresarios parecían parte de la historia. Dicha ley efectivamente levantó ciertas limitaciones que impulsaron, al parecer, una corrección en la conducta corporativa. Obviamente, esto implicó un incremento en los costos administrativos y de gestión de las empresas que entrasen bajo su alcance. “Las compañías no estadounidenses cada vez se quejan más de que la nueva ley Sarbanes-Oaxley, que impone reglas de gobierno empresarial más estrictas a raíz de los recientes escándalos en ese país, ha vuelto las salidas a la bolsa más difíciles y confusas que nunca” (WSJA, 21/8). 

El caso MCI (anteriormente denominada Worldcom, quebrada escandalosamente), muestra claramente dicha contradicción. La empresa consiguió aprobar un acuerdo con los acreedores que significará una reducción de la deuda de 41.000 a 14.760 millones de dólares (WSJ 4/9). Fundamentalmente los grandes perdedores del caso fueron los accionistas y los acreedores no relacionados con la dirección de la empresa (es decir, los inversores y, por ende, un sector de los beneficiarios de la reproducción del capital en esa empresa). 

Así y todo, la orientación desregulatoria sigue empujando: “William Donaldson, presidente de la SEC, y Alan Greenspan, presidente de la Reserva Federal, expresaron públicamente su preocupación que tanta regulación pueda afectar la confianza e iniciativa empresaria” (TE 29/8). 

Del otro lado del Atlántico, la empresa francesa de aluminio Pechiney se rindió a la oferta hostil de compra por la canadiense Alcan luego de una suba del monto por acción de 41 a 47,5 euros. La oferta de la canadiense Alcan (que logra así el liderazgo mundial en el sector) depende aún del dictamen de las autoridades reguladoras de la competencia en la UE (la misma operación fue rechazada anteriormente, ver Análisis de 8/2003). Aunque luego de que los empresarios franceses negociaron la radicación de la sede central de la empresa en Francia (y por ende, la mayor cantidad de empleo), el acuerdo tiene amplias chances de ser aprobado. 

Ambos casos (MCI y Pechiney/Alcan) revelan cómo las autoridades quedan atrapadas entre la necesidad de eliminar barreras que afecten la reproducción del capital brindando estímulos a su radicación y el ímpetu individual de las empresas por sostener su acumulación de ganancias, aunque ello signifique vulnerar las normas que regulan la competencia entre ellas.

Regionalización y militarización

Con el sombrío panorama económico los conflictos político-militares norteamericanos no dejan de cosechar cada vez más críticas e impotencia. En Irak, los costos para EE.UU. se incrementaron en tal medida, que es inevitable encontrar otra fuente de financiamiento (WSJA, 5/9). Pero los organismos internacionales y la vasta mayoría de los países, rechaza contribuir con la ocupación y reconstrucción, al menos en los términos actuales. Luego del atentado contra su sede en Bagdad, la ONU decidió reducir un tercio de su personal, siendo imitada por la totalidad de las ONG que actúan en ese país (WP 22/8). Esto significa que ciertas tareas humanitarias son afectadas, a menos que EE.UU. provea los fondos y la logística necesaria. Asimismo, una propuesta francesa en el Consejo de Seguridad, que contemplaba la restitución de la soberanía a un gobierno iraquí en un mes, fue rechazada por el gobierno de Bush con una propuesta propia que sólo busca legitimar la ocupación a través de un mandato de la ONU. Pues la vasta mayoría de los países se niega a intervenir en un conflicto sin él. En la apertura de la Asamblea General de la ONU, en medio de numerosos cuestionamientos al Consejo de Seguridad (TE 17/9) Francia, más que Alemania, se pronunció contra la intervención del cuerpo si la alianza anglo-norteamericana no resigna la dirección militar y de la reconstrucción. “En un mundo abierto, nadie puede aislarse, actuar solo en nombre de todos (...) No hay otra alternativa que las Naciones Unidas”, manifestó Chirac (CL, 24/9). Este “multilateralismo” es ante todo discursivo: la postura de los “grandes” que se opusieron a la invasión de Irak parece más bien la de un tironeo por los despojos: Alemania ofrece capacitar fuerzas de seguridad iraquíes y negocia un futuro asiento permanente en el Consejo de Seguridad; a Rusia le interesan ante todo las concesiones petroleras. “La obstrucción activa, que caracterizó la campaña diplomática de Francia contra la guerra, no tiene ya razón de ser en tanto la intervención militar ya ha tenido lugar, indicó un miembro del entorno presidencial. Francia no posee hoy los medios para mantener esa actitud; sus principales aliados de ese momento, Alemania y Rusia, están ansiosos por reconciliarse con Washington. Chirac ha confirmado al New York Times que Francia no utilizará su derecho a veto contra el proyecto de resolución americano, destinado a facilitar el ensamblaje de una fuerza multinacional en Irak” (LF, 23/9). Para Francia, la ONU es un ámbito de oposición retórica, no de acciones concretas: el espacio de resolución debería ser, para la dirigencia francesa, no la ONU ni Washington, sino el G8. 
A pesar de la creciente oposición de la opinión pública a las intervenciones militares, el congreso norteamericano se muestra proclive a aprobar el último pedido del presidente Bush (87.000 millones de dólares) para las intervenciones militares en Irak y Afganistán (NYT 9/9). Inclusive, tanto dentro del oficialismo como de la oposición hay margen para aumentar la apuesta en Irak: John McCain, senador republicano por Arizona pidió 18.000 efectivos más (WP 24/8) y Joseph Bidden, senador demócrata por Delaware de 40.000 a 60.000 (NYT 25/8). Por el momento, las propias contradicciones en el interior de las fuerzas de seguridad, limitan los impulsos belicistas. El General Abizaid, al mando de las tropas en la región, reflejando el descontento por el creciente número de bajas, desestimó la necesidad de contar con mayores efectivos norteamericanos. Aunque dejó entrever que se prosiguen las tratativas con Pakistán y Turquía para que suministren tropas y que se intensificará la preparación de tropas nativas (NYT 29/8).

Al interior de Irak, el descontento crece sostenidamente. Inclusive cinco miembros del Consejo provisional de Gobierno instalado por EE.UU., haciendo eco de la propuesta francesa, comenzaron a presionar por la transferencia del poder a un gobierno nativo y la finalización de la ocupación norteamericana (WP 15/9). Este pedido cobró impulso luego del atentado contra una mezquita en la que murieron 95 personas, entre las cuales estaba el Ayatollah chiíta Muhammad Bakr Al Hakim, miembro del gobierno provisorio y reconocido colaborador de las fuerzas norteamericanas (NYT 30/8). Si bien nadie se adjudicó el hecho, EE.UU. intentó neutralizar los reclamos acerca de las fallas en la custodia, responsabilizando del hecho al clérigo chiíta Moqtada Al Sadr, firme opositor a la ocupación que logró unificar bajo su mando numerosos grupos sunnitas, lo que preocupa sobremanera a EE.UU. (NYT 17/8). 

Apenas iniciadas las conversaciones de paz con Corea del Norte en Pekín, el gobierno norcoreano anunció que ensayará en el corto plazo una bomba atómica para demostrar que ya constituye una fuerza nuclear (NYT 29/8). El anuncio alteró la evolución de las conversaciones y la posibilidad de sanciones a través de la ONU que dejaron entrever los países participantes serán consideradas una declaración de guerra por parte del gobierno norcoreano. El peso de las negociaciones lo lleva China, hecho que demuestra, por un lado, que para el gobierno de Bush el conflicto en la península coreana está lejos de ser central; pero por el otro, que las diatribas contra China no pueden ir muy lejos.

Distinto es el panorama en Palestina. El rotundo fracaso de la “hoja de ruta” propuesta por la Administración Bush, se tradujo en sendos atentados y ataques mutuos. El gobierno israelí reveló que expulsará o asesinará a Yasser Arafat, principal interlocutor palestino reafirmado luego del reemplazo del primer ministro Mahmmoud Abbas (considerado hasta ese momento el único representante palestino por EE.UU. e Israel). Reiterando lo ya conocido sobre la eficacia del sistema de posguerra, EE.UU. bloqueó con su poder de veto una iniciativa en el Consejo de Seguridad de la ONU que instaba a que se respetara la vida de Arafat y su derecho a permanecer en Palestina. Dentro de la Asamblea General, la moción fue aprobada por 133 países y rechazada por 4 (EE.UU., Israel, Islas Marshall y Micronesia). Claro que dicha moción –como todas las de la Asamblea General– sólo es declarativa: nada obliga a que sea respetada, y así lo hizo saber Israel explícitamente. (C 20/9)


América Latina

A partir del fracaso de la cumbre de Cancún (ver situación mundial) y de la oposición conjunta de Brasil, Argentina y Venezuela, entre otros, se evidencian las complicaciones que tendrá que afrontar EEUU para aplicar el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), que propone la eliminación de las barreras aduaneras y la unión comercial desde Alaska hasta Tierra del Fuego.

La disputa parece ser que sin la eliminación de los subsidios y barreras con que EE.UU. protege su agricultura, los países latinoamericanos más importantes, sobre todo Brasil y Venezuela, no estarán dispuestos a entrar el ALCA, y además este último impulsa una consulta popular para aceptar o no ese proyecto.

Ante esta situación EEUU no quiere perder lo que antiguamente se llamaba su "patio trasero". Roger Noriega, nuevo subsecretario de Estado para Asuntos Hemisféricos, ideólogo comprometido con la ampliación del libre comercio y el libre mercado, dijo, que los problemas en Cancún no disuadirán a EEUU de promover acuerdos de libre comercio en el continente. “Trabajaremos con quien esté dispuesto a sumarse a una agenda de libre comercio y protección de la inversión”, subrayó. (LJdM 17/9). En la misma dirección apuntaron las declaraciones de Robert Zoellick, representante de Comercio de EEUU. De esta manera EE.UU. buscará acuerdos bilaterales o regionales, como el que ya tiene firmado con Chile, El Salvador y el que está a punto de firmar con los países de América Central. Países como Ecuador, Perú y Colombia estarían dispuestos a firmar este tipo de acuerdos. La ministra de Comercio Exterior de Ecuador, Ivonne Juez de Baki, declaró que la conferencia ministerial de la OMC “nos ha permitido darnos cuenta de que el ALCA no va a adelantar como habíamos pensado”; sostuvo que las escasas expectativas que tiene el ALCA de concretarse en 2005 debe llevar a Ecuador a optar por negociaciones comerciales bilaterales con EEUU. 

Ante esta situación la alternativa que se les presenta a los principales países de la región, es la aceleración de acuerdos regionales para hacer frente a la presión norteamericana. Es por ello que se incorpora Venezuela al Mercosur como socio externo, y se logran acuerdos bilaterales entre Argentina-Venezuela y Brasil-Venezuela. Así como se intenta limar las asperezas entre las burguesías brasileñas y argentinas, para pelear de manera conjunta. Y como dijimos en el Análisis de Coyuntura n° 39 en ese marco apunta la propuesta de Chávez, presidente de Venezuela, con la Alternativa Bolivariana para las Américas (ALBA), cuyo fin es la complementariedad económica e impulsar el intercambio en aquellos rubros industriales y agrícolas donde realmente se necesiten.

El proyecto impulsado por Brasil es que: "Antes de fin de año aspiramos a tener un acuerdo de integración entre el Mercosur y la Comunidad Andina de Naciones, es decir, toda la región sudamericana. Debemos apurar los plazos y, mientras tanto, avanzar en acuerdos bilaterales como el que el Mercosur -donde ya son asociados Chile y Bolivia- hizo con Perú, hará con Venezuela y propondrá a Colombia", según lo afirmó Marco Aurelio García, principal asesor internacional del presidente Lula. (C 6/9).

La postura es clara, acelerar el proceso de integración para encarar mejor el avance norteamericano con el ALCA. La pregunta es ¿por qué Brasil es el que intenta articular, junto con Venezuela, esta integración?.

La respuesta habría que buscarla en que Lula asumió el poder, con el apoyo explícito de los industriales brasileños, la principal economía latinoamericana, y saben perfectamente que la integración que plantea EEUU, es eliminar la mayor parte de su aparato productivo, debido a que es imposible competir con la industria de aquel país. Es por ello que, a pesar de las diferencias que existen entre los proyectos que impulsan los actuales gobiernos de Brasil y Venezuela, es fundamental para oponerse al ALCA.

Por otro lado, se realizó el cuarto Encuentro de Obispos Católicos del Mercosur, Bolivia y Chile, realizado en Montevideo, y en su comunicado condenó el proceso de formación del ALCA y su enfoque económico, contra la identidad cultural de los pueblos. El portavoz del Encuentro, el obispo uruguayo Pablo Galimberti, afirmó que "analizamos el impacto del ALCA en nuestras sociedades, nos preocupa porque desconoce y sacude a las economías más frágiles del continente", también los obispos rechazaron y condenaron "cómo se esta negociando el ALCA y sus enfoques economicistas, porque ¿quién va a ganar?, las empresas más fuertes, las multinacionales, a las de los países subdesarrollados no les va a dar ni para prender el motor", añadió Galimberti (LJdM 5/9). Es claro que expresan las inquietudes de ese sector que se sabe incapaz de sobrevivir a la competencia abierta que plantea el ALCA.

Pero a pesar de estos acuerdos las disputas entre los diferentes intereses económicos de las burguesías nacionales así como la recesión, siguen afectando a las economías del continente

Concentración y apertura de los mercados

Brasil 

A pesar de mantener en vigor el actual modelo económico a partir del famoso “Plan A” (recesivo, ligado al FMI, que provoca caída de la inversión, más desocupación, retracción del consumo) Lula lanzó el denominado "Plan B" (plan productivista ligado a las fuerzas sociales que apoyaron a Lula, industriales y trabajadores). 

Que el Plan A se mantiene lo muestra el nuevo intento de acuerdo buscado con el FMI y las diferenciaciones con la Argentina en la relación con el Fondo. Se muestra desde el gobierno que Brasil hace bien las tareas, cumple con las pautas programadas y así puede obtener nuevos créditos, lo que le da una imagen de seriedad que supuestamente la Argentina no puede adquirir al estar permanentemente al borde del default. Pero no fue sólo una cuestión de imagen, luego del tormentoso acuerdo con Argentina, Brasil salió a negociar con más aire un nuevo acuerdo, se habla de 10.000 millones “a los efectos de un blindaje en caso de crisis externas” (recordemos que el acuerdo anterior, que todavía se está cobrando, fue de 30.000 millones). Trascendió que el dinero de un nuevo acuerdo sería usado para asistencia a campesinos “sin tierra”, para el aumento de la red sanitaria del país, y para inversiones estatales que Brasil quiere que el FMI no cuente como gasto público. Es decir, Brasil pide más dinero porque cumple con sus compromisos, y recibe más dinero que puede ser usado para beneficios sociales; Argentina no se puede poner de acuerdo ni cuánto ni cuándo va a pagar. 

Ahora bien, mirando lo que se ha hecho, se ve lo contrario a lo que se dice que se hará. Lo que Lula pagó de intereses de deuda en este año equivale a 55 veces lo invertido en el programa social Hambre Cero, así como el superávit fiscal del 4,25% del PBI acordado con el Fondo significó un ahorro que “vació el presupuesto de prácticamente todos los ministerios”(LN 12/09). Esta situación llevó a uno de los economistas más prestigiosos de Brasil, Celso Furtado, –aliado históricamente al PT– a cuestionar la relación de su país con el FMI y a invertir la posible solución al problema. Tomando como ejemplo Argentina, declaró que ”no haciendo buena letra sino endureciendo las negociaciones con Washington”, es como se puede obtener un resultado positivo para los países endeudados (FSP 13/09). Pero, “Lula ignoró semejante recomendación y mantiene una disciplina fiscal impecable a los ojos del FMI, inimaginable años atrás para un gobierno del PT”(LN 12/09).

Pero por estos días el Plan B terminó de tomar forma, y se basa en la exportación y el fomento de 18 rubros industriales: muebles, alimentos, textiles, indumentarias, cuero y calzados, celulosa y papel, industria editorial y de impresión,  química, plásticos, siderúrgica, bienes de capital, instrumental médico, electrónica, software y autopartes. El proyecto intenta solventarse a partir de la financiación barata y de largo plazo con créditos otorgados por el Banco Nacional de desarrollo económico y social. También se intentará ayudar a las empresas brasileñas en el exterior, con la contraparte de que adquieran materia prima e insumos del país. 

De esta manera Lula y su equipo económico intentan seguir cumpliendo los dictámenes del FMI, combinándolos con un proyecto de promoción industrial. Habrá que ver hasta qué punto se puede seguir con esta doble estrategia.

México

En lo que va del gobierno de Fox, en un contexto de un crecimiento general de la economía de 0.07%, y de una política de apertura de los mercados, los servicios financieros acumulan una expansión de 12.3%, indican informes del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI). Los servicios financieros, seguros, actividades inmobiliarias y de alquiler, la cual muestra crecimiento ininterrumpido, elevaron su participación de 14 a 15.8% dentro de la economía mexicana en este período, apuntalados por los beneficios del endeudamiento con la banca, contraído por el gobierno a nombre de toda la sociedad en el rescate bancario. 

En contraste, las grandes divisiones generadoras de empleo y producción de bienes mantienen tendencias decrecientes que agravan las condiciones de vida de la población, aun cuando la tasa inflacionaria se encuentre en niveles bajos. Según la información del INEGI, la producción agropecuaria, silvícola y pesquera generó un valor hasta junio de este año 5,4% menor al registrado al inicio del gobierno del presidente Vicente Fox. Su participación en el producto nacional se redujo de 5,6 a 5,3% entre diciembre de 2000 y junio de 2003. La industria manufacturera, por su parte, se encuentra en un nivel de producción 3,6% inferior al que tuvo al comienzo de esta administración y su participación en el PIB disminuyó de 19 a 18%. 

Situación Política

Brasil. Por primera vez en los nueve meses de gobierno el presidente cayó abruptamente en las encuestas de imagen. Si bien mantiene una alta popularidad, de un 59 %, es significativo la caída con respecto al 84,3 % de imagen positiva que mantenía en junio. Con respecto a la gestión de gobierno, la suma de los que consideran una gestión excelente, buena o regular positiva, bajó de un 67,4 % a un 50,7 %; mientras que la suma de imagen regular negativa, mala o pésima, subió del 10 al 24,2% (ESP). Hasta aquí los números, pero veamos cómo los podemos interpretar. Si bien son sólo encuestas es evidente que se está plasmando en los brasileños (al menos en vastos sectores) que Lula, no sólo no pudo resolver problemas como la desocupación (aquí serían los trabajadores los afectados), la falta de inversión y la reactivación de la producción (los industriales serían en este caso) sino que profundizó esas tendencias. A esto se le suma el desgaste político que significó la aprobación de la leyes de Reforma previsional y tributaria en el Congreso, y conflicto con el MST. Aunque aquí, es necesario aclarar, el 50% de la población está en desacuerdo con la política de Lula frente al MST, pero porque “la ven como tolerante y no actúa como tiene que hacerlo, llegando incentivar los actos mismos”(LN 25/08); mientras que un 39% considera la acción del MST como “ilegal” pero necesaria para que el Estado realice una reforma agraria. 

Entonces, como hemos sostenido en Análisis anteriores, la dirección en la que se encontraba –y encuentra– Lula, definitivamente iba a quebrar la alianza de fracciones sociales que lo llevaron al poder. Esto ya se empezó a manifestar con los paros de los sindicatos estatales (base importante del PT) contra la Reforma, la relación cada vez más tensa con el MST, y el ya abierto enfrentamiento de los sectores industriales a la política económica, expresados por el Vicepresidente Alencar. Si bien las encuestas son datos y no hechos en concreto, se empieza a manifestar más universalmente la situación de oposición a la política del gobierno: más allá de cada interés de las fracciones que lo habían apoyado, para industriales, trabajadores o campesinos queda cada vez más claro para qué fracciones gobierna, o al menos para cuáles no gobierna. 
México. Informe anual del presidente. En él, el presidente enumera los logros y fracasos de la gestión presidencial, y permite dilucidar la visión del gobierno sobre la crisis política y económica que atraviesa el país. Este informe (el tercero de Fox) estuvo marcado por una economía con casi nulo crecimiento, creciente desempleo y déficit en las arcas del estado, mientras crece la deslegitimación de los partidos políticos. Fox intenta lograr acuerdos que según su partido permitirán revertir esta situación. Pero al no lograrlos, ha perdido la confianza de los gobernantes y los grandes capitales internacionales; en enero de 2003 durante una gira por Europa, lo advirtió el presidente del CCE, Héctor Rangel Domene: afuera empieza a “notarse la decepción”. 

En este clima, Fox advirtió a la clase política del país: "Si fallamos, el reclamo (social) no sólo será justificado, ¡será histórico!” En su mensaje alertó que la impaciencia y el desaliento "acechan". Con este tipo de declaraciones, basadas en una situación real de conflictividad social, apuntó a que sean aprobadas las reformas estructurales (fiscal, energética, laboral y de telecomunicaciones) que son, según el presidente mexicano, "imprescindibles para liberar el gran potencial de la nación, fortalecer el Estado, generar condiciones que estimulen el crecimiento económico y transformen la incertidumbre en confianza sobre el futuro del país". 

A su vez, comprometió al resto de la clase política y los partidos en esa dirección afirmando que "Los cambios y logros reseñados son valiosos, pero incompletos... la etapa de la alternancia la iniciamos con un hecho: el mío es un gobierno sin mayoría (legislativa). Hoy, el poder responde a un esquema de responsabilidad compartida". (LJdM 2/9)
Para llevar adelante esas reformas se busca que los diferentes partidos forjen acuerdos y eviten así los enfrentamientos. Pero ante la posibilidad de que se produzca un acuerdo entre las cúpulas del partido Acción Nacional (PAN, oficialista) y el PRI (oposición con mayoría en el congreso), fracciones de este último crearon sus propios equipos de trabajo y amenazaron con crear una fracción independiente del PRI, que no siga la línea del partido: "Aquí dejo en la mesa que si esto sigue así, nos declaremos como fracción independiente del PRI", según el diputado oaxaqueño Jorge Franco. (LJdM 2/9) Es que la crisis interna que sufren los partidos y la distancia ente los dirigentes y sus bases, hacen que cada acuerdo que se anuncie termine por derrumbarse a los pocos días, a pesar de las declaraciones conjuntas en que se privilegiarán las coincidencias por encima de las diferencias.

Caída de la inversión

En América Latina, la contracción del PBI, crisis financieras, incertidumbre política en algunos países y devaluaciones provocaron que en 2002 la entrada de capitales extranjeros cayera por tercer año consecutivo. En 2002 la inversión extranjera se redujo en un tercio comparada con la de 2001 y llegó a 56.000 millones de dólares, el nivel más bajo desde 1996. Adicionalmente, México fue desbancado por Brasil como el principal receptor de capitales de América Latina, que de todos modos recibió 26% menos que en 2001 (16.600 millones de dólares). El país latinoamericano más afectado por el desplome de la inversión foránea ha sido Argentina: de 3.200 millones de dólares recibidos en 2001 pasó a 1.000 en 2002, apenas una décima parte del flujo promedio que recibió Argentina entre 1992 y 2001. Los recursos naturales, como el petróleo, seguirán siendo el principal atractivo para las empresas extranjeras que tienen inversiones en América Latina, “sobre todo si los precios del petróleo siguen elevados”. 

México. Recesión y desempleo

Investigadores de la Facultad de Economía de la UNAM previnieron que la economía mexicana puede tener un desenlace similar al de Argentina, cuando ya no tenga nada que vender, si no se rompe la tendencia de ofrecer activos nacionales como condición para atraer inversiones del exterior. Advirtieron que el modelo económico "apoyado en variables exógenas para crear condiciones de confianza" ha llegado a su límite, como lo muestran el estancamiento del país y un desempleo "espectacular" no visto desde la crisis de 1995. Según los investigadores detrás de los llamados cambios estructurales promovidos por el gobierno federal, "hay toda una ideología" que parece desconocer que su aplicación ha sido uno de los principales factores del estancamiento y mayor vulnerabilidad económica. Las "reformas estructurales", apuntaron, "tienen éxitos a corto plazo, pero no generan condiciones endógenas de crecimiento". 

La situación de crisis se refleja en los grandes grupos económicos: a falta de políticas públicas que reanimen la actividad económica nacional, las grandes empresas de este país llegaron al límite. Ante la pérdida de ganancias han recurrido al recorte de personal y a la venta de activos para mantenerse a flote. A principios de año, cinco de las empresas más importantes cayeron en suspensión de pagos. Estos grupos más concentrados ya despidieron a 40.000 personas en este año para afrontar la delicada situación. 

En términos globales la industria mexicana en julio acumuló cuatro meses consecutivos con cifras negativas. Según datos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la producción manufacturera cayó 3.5% debido a que las empresas de la transformación retrocedieron 3.8% y las maquiladoras 0.3% en comparación con el mismo mes de 2002. 

La inversión extranjera directa captada por México en el primer semestre del año (con 5.216 millones de dólares) es 20,8% menor a la del mismo periodo de 2002, situación calificada por la Secretaría de Economía como congruente por las condiciones de la inversión extranjera decreciente en el resto del mundo, la lenta recuperación económica y las bajas tasas de interés. 

Regionalización y militarización

Colombia-EEUU: dos hechos señalan cómo se profundiza la penetración de EEUU en ese país sudamericano: uno es la visita de Rumsfeld, secretario de Defensa de EEUU, y otro la firma de un acuerdo mediante el cual EE.UU. logra la impunidad de proceso para sus ciudadanos ante la Corte Penal Internacional (CPI). Por no firmar este acuerdo, Colombia (el mayor receptor de ayuda militar de EEUU en América Latina) estaba desde julio en una lista de 35 países a los que la Casa Blanca les suspendió la ayuda militar. Pero con el acuerdo, Colombia se aseguró otra partida de 135 millones de dólares. A su vez, la cancillería colombiana ratificó la vigencia de un tratado suscrito por ambos países en 1962, mediante el cual Bogotá se compromete a conceder inmunidad a militares y funcionarios estadounidenses que operan en el país. Hasta la fecha unos 500 asesores de ese país se hallan en Colombia en apoyo a la lucha contra el narcotráfico y como cobertura en el combate a la guerrilla (LJdM 19/9).

A la importancia estratégica que tiene Colombia en el continente sudamericano, se le suman recursos petroleros, de biodiversidad y otros recursos naturales. También le permite establecerse cerca de Venezuela, país declarado como enemigo de los intereses de Washington. 

EEUU-México: El 4 de septiembre, el canciller mexicano Luis Ernesto Derbez sostuvo una reunión formal con su homólogo estadounidense, Colin Powell. Tras ella hubo una conferencia de prensa en la cual Powell acabó con las esperanzas mexicanas de un acuerdo migratorio al declarar que no llegaría a corto plazo, toda vez que no existe el "marco legal adecuado". La posición norteamericana se mantiene firme, después del 11 de setiembre del 2001. Pero muchos afirman que EE.UU. no rechaza un acuerdo migratorio por problemas de seguridad, sino porque de esa manera obtiene una mano de obra barata y abundante, y a la que puede deportar ante cualquier conflicto. En estas condiciones parecería no haber motivo para ordenar un proceso que está bastante ordenado en función de los intereses de aquel país (LJdM 15/9).

Perú-Mercosur: Los presidentes de Perú, Alejandro Toledo, y de Brasil sellaron un acuerdo de libre comercio del país andino con el Mercosur: "fue un paso extraordinario para la integración definitiva, es algo trascendental y estamos más cerca de lo que imaginamos de crear una comunidad americana de naciones", sostuvo Lula. A su vez, Toledo, que atraviesa el peor momento desde que llegó a la presidencia, se declaró convencido de que en algún momento el Mercosur y la Comunidad Andina de Naciones (CAN: Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela), "a pesar de sus actuales diferentes ritmos y velocidades" se van a integrar. Lula subrayó que el ingreso de Perú al Mercosur como asociado externo, estatuto que ya tienen Bolivia y Chile, "es un gesto que puede cambiar la fisonomía de América del Sur", que apunta, como dijimos en la introducción a acelerar el proceso de integración sudamericana para frenar el avance del ALCA y los acuerdos bilaterales: el continente debe "intentar romper las barreras del proteccionismo y no permitir que el ALCA (Área de Libre Comercio de las Américas) se transforme en un instrumento sofocante a nuestras posibilidades de crecimiento", afirmó Lula (LJdM 26/8). Pero a pesar del entusiasmo de Lula, el ministro de Relaciones exteriores del Perú, Alan Wagner afirmó "que el objetivo fundamental de su gobierno es la aproximación con EE.UU." (Revista América XXI, n°3, pág. 18)

Brasil-Venezuela: Se firmaron varios acuerdos entre estos dos países. Entre ellos figura un crédito de 1.000 millones de dólares de Brasilia a importadores venezolanos, lo que incrementará el comercio entre Venezuela y Brasil a 3.000 millones de dólares en 2004, según el Ministerio venezolano de Desarrollo en Zonas Sustentables. A su vez ya se firmaron acuerdos entre las dos empresas petroleras (PDVSA-Venezolana- y Petrobras-Brasileña), y la profundización de la integración sudamericana.

Conflicto social

Bolivia. Desde principios de septiembre, y producto de la construcción de un gasoducto para exportar el gas con destino a Chile, que luego será procesado en México para más tarde venderlo y consumirlo en EEUU, se producen desde hace tres semanas intensas movilizaciones, protestas y cortes de rutas en contra de dicha construcción. A estas movilizaciones, impulsadas por los indígenas Aymaras, cuyo líder es Felipe Quispe, también dirigente de la Central Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia, se le sumó la Central de Obreros de Bolivia (COB), que impulsó una huelga por tiempo indefinido. Lo objetivos son la nacionalización del gas y su control por parte del estado boliviano, y la atención de las demandas insatisfechas de la población.

Los sectores que se oponen a la construcción del gasoducto, son pequeños comerciantes que respondieron al llamado de la COB, universitarios, indígenas, obreros y más tibiamente los cocaleros, cuyo líder Evo Morales dirige al Movimiento al Socialismo (MAS), segunda fuerza política del país. Todo hace pensar que si el MAS se une activamente a las protestas y a la huelga por tiempo indefinido, el gobierno del presidente Sánchez de Lozada deberá afrontar una situación muy difícil. El propio Morales aseguró "que no está descartada la guerra civil" (LN 30/9). 

A esto se suman fracciones nacionalistas del ejército que se oponen a la exportación del gas, apoyando las demandas del movimiento social. Las jornadas de protesta ya causaron siete muertos (5 indígenas y 2 militares).

Veamos porqué el presidente boliviano y parte de la clase política de ese país impulsa la construcción. Sánchez de Lozada es dueño de la empresa COMSUR. En 1993 parte de las acciones (33%) fueron adquiridas por la firma inglesa Rio Tinto Zinc (RTZ), la comercializadora de cobre más grande del mundo. A su vez, la RTZ tiene el 30% de las acciones de "La Escondida", la mayor mina privada de Chile. La IFC-Banco Mundial también es socia de "La Escondida" y COMSUR. En consecuencia, la exportación de gas boliviano por territorio chileno favorecerá a la IFC-Banco Mundial, RTZ y COMSUR, la empresa de Lozada, ya que el norte chileno y sus empresas de cobre, como "La Escondida", requieren de energía termoeléctrica con urgencia debido al posible agotamiento de las reservas de gas de Argentina, país que actualmente provee de más del 80 % del gas consumido en Chile. Otro socio de "La Escondida" es BHP de Australia, empresa que diseñó un proyecto de exportación de gas a Chile en 1994.

Esto sólo para nombrar un ejemplo, entre muchos otros, ya que también tiene inversiones y contactos con empresas mineras, petroleras y eléctricas.


Argentina
La pelea por los negocios

Las acciones y tensiones fundamentales del elenco político nacional e internacional giraron en torno al cierre del acuerdo entre Argentina y el Fondo Monetario Internacional (FMI). Entre felicitaciones cruzadas por lo que se intenta ofrecer al pueblo como una “victoria” ante la banca internacional, y detrás de las durezas de los discursos oficiales, observemos qué es, su por qué, el cómo y las consecuencias del nuevo convenio.

Ante todo, el nuevo acuerdo con el FMI (y de esta manera con todos los organismos multilaterales de crédito) no implica la inyección de dinero líquido en el país, sino la refinanciación de los vencimientos de los próximos tres años, que suman 21.091 millones de dólares.

Al mismo tiempo, las metas y requisitos que el país deberá cumplir, cubren tan sólo los primeros doce meses, por lo cual las exigencias para los años 2005 y 2006 han quedado en el fangoso terreno de futuras discusiones y “sub-acuerdos”. Pero observemos el desenvolvimiento de lo que fue un verdadero sainete de dimensiones mundiales.

La crisis regional y el doblez de la “línea dura”. En Dubai, en el marco de la Asamblea anual del FMI, se anunció oficialmente la firma de un nuevo acuerdo con la Argentina. No obstante las sonrisas mediáticas, fue el mismo titular del Fondo, Horst Kohler, quien no tardó en dar muestra de su “disgusto” ante las presiones recibidas (LN 12/09). En términos similares, se refirieron a la situación los representantes europeos y canadienses en el organismo. Ni la burguesía europea, ni los banqueros y financistas de Wall Street están conformes con el nivel del ajuste garantizado por el gobierno argentino (retengamos este número, por el momento “vacío”: Argentina se compromete a alcanzar un superávit fiscal del 3% del PBI, que determina cuánto se paga a los acreedores). Tampoco los conforma el dejar “afuera” del ajuste para el 2004 la suba de tarifas de los servicios privatizados ni la compensación inmediata a los bancos (por la llamada “indexación asimétrica” entre préstamos pesificados y recursos de amparo en dólares). Por su parte, también en el Banco Mundial expresaron resquemores: el economista jefe para América Latina, Guillermo Perry lanzó una de las primeras piedras al decir: “sería conveniente un ajuste fiscal un poquito más fuerte” (C 04/09).

Pero si casi nadie quedó conforme, es lícito preguntarse cómo se llegó al acuerdo.

Cuando Kohler habla de presiones, se refiere a las ejercidas por el gobierno de EE.UU. en pos de evitar un default argentino con los organismos de crédito. Fue el jefe del Tesoro norteamericano, John Snow, quien ordenó a la fatalmente célebre Anne Krueger resolver el “tema argentino” (C 01/09). Es decir, fueron los duros de EE.UU. quienes torcieron a la “línea dura” del Fondo. Desde ese reducto se tejieron las líneas del acuerdo.

La secuencia sería la siguiente: repetidas amenazas del capital europeo, sobre inminentes desinversiones -y un corte de agua general que mantuvo a la Capital y parte del Gran Buenos Aires a “secas” durante ocho largas horas sembrando la duda del autosabotaje (C 05/9)-; amenazas, dirigidas desde los principales cuadros políticos, como el Jefe de la Unión Europea, Pascal Lamy, quien vaticinó falta de capitales y merma en los servicios; y al mismo tiempo, las corridas, llamadas y encuentros furtivos entre el canciller Bielsa y Collin Powell (titular del Departamento de Estado norteamericano); el embajador José Bordón y el mismísimo George W. Bush; Kirchner y Kohler; Kirchner y Bielsa y Lavagna, etc., etc.

Ahora bien, esto no explica por qué el Gobierno de EE.UU. (y la fracción burguesa más poderosa del mundo) ordenaron unilateralmente (unilateralismo no criticado, en esta ocasión, por la prensa y el progresismo local) el voto positivo, a favor de la Argentina.

Como venimos afirmando en anteriores Análisis, una recaída argentina (en un marco de tensión social, por el momento solapada) contribuiría a la profundización de la crisis regional, provocando un tembladeral en la recesiva economía brasileña. Que Argentina repita su “crack” vaya y pase, pero si Brasil (el ahora “niño mimado” de EE.UU.) cae en picada, la región entera queda librada al “caos”. Caos que puede bien llamarse Hugo Chávez o Fidel Castro o ambos a la vez.

Entonces, y valga la paradoja, lo que le da oxígeno a la burguesía con intereses en la Argentina (sea del tamaño que sea), lo que le permite respirar entre la asfixia de la crisis, es la crisis misma. Así lo sintetizaba un alto funcionario de las finanzas internacionales con su filosofía del “sentido común”, luego de los anuncios en Dubai: “El mundo está muy loco” (C 09/09).

De todas maneras, falta observar que hay detrás de la ayudita del “amigo americano”.

Tras el acuerdo, “nada que festejar”. Tampoco es cierto que EE.UU. solamente pretenda evitar una nueva explosión regional. La división al interior del G-7 es más explícita. El analista político Eduardo van der Kooy señala respecto al ingreso de los capitales norteamericanos, a los listados de posibles compradores de empresas de servicios privatizados, en pleno proceso de revisión de contratos. Habiéndose quedado afuera en los noventa -cuando el capital europeo compró a precio de oferta a la burguesía mal llamada “nacional” (que ya había comprado al estado, a verdadero precio de remate) las acciones de las compañías prestadoras de servicios públicos- el nuevo siglo o milenio, garantiza un avance del capital norteamericano detrás de los misiles, las armas químicas, los intentos de golpe de estado y los autoatentados. Un ejemplo a modo de anticipo de lo que podría venir: el gobierno de Bush intimó a la Argentina a resolver la situación de “discriminación” que “sufren” las compañías aéreas norteamericanas, por el pago de tasas en dólares mientras otras empresas lo hacen en los devaluados pesos (C 13/09).

Por otro lado, cabe develar la farsa de una autoproclamada (por el gobierno y los medios masivos de comunicación) “victoria” arrancada al Fondo. Los compromisos con el organismo en cuestión, como sospechamos, no son pocos. 

Para el 2004, el gasto se congela, al igual que los salarios públicos y las jubilaciones (que si tomamos la proyección de la inflación de dicho año, implicará una nueva caída del salario real), se acepta que el Banco Mundial participe activamente en la discusión sobre los ajustes tarifarios, se programa un nuevo régimen de coparticipación entre las provincias y la Nación (es decir, nuevos ajustes en el gasto provincial) y la ejecución de la tan mentada “reforma bancaria” (C 21/09). Este último punto, difundido por algunos medios como modernización de los bancos Nación y Provincia (C 22/09), es un eufemismo que pretende reemplazar a la desacreditada (aunque más sincera) categoría “privatización”, y nos sirve para demostrar lo que mencionábamos recién: se abren campos nuevos a la entrada irrestricta del capital norteamericano, que viene “por lo que queda”.

Con todo, volvamos ahora a la cifra dejada entre paréntesis más arriba: qué implica la promesa de un ahorro del 3% del PBI, a pagar a los acreedores: significa que la Argentina dedicará 2.500 millones de pesos más al pago de la deuda y ya no se trata del ajuste que se evitó en la negociación, sino del que habrá que hacer (C 08/09). En otras palabras, también podemos concluir, que se designa en el presupuesto del año 2004 al pago de los servicios de la deuda un 15% del presupuesto total. Es decir, un 20% más que en el 2003. Según la consultora privada Ecolatina (creada en su momento por el actual ministro de Economía, Roberto Lavagna) ese 15% representa “un esfuerzo sin precedente en la última época” (C 19/09). Si a esto sumamos el hecho irrefutable de que en el último año y medio hubo una fuga de capital, sin pausa, del orden de los 30.000 millones de dólares -comiéndose casi todo el saldo comercial (C.com 09/09)-, podemos pensar que se avecina una catástrofe.

No conformes con esto, bajo su manga, Kirchner y Lavagna, escondían, sino un “as” ganador, por lo menos un auténtico “Plan B”, en caso de que la negociación cayera en “vía muerta”: el Gobierno fue apurando en el Congreso la sanción de las leyes reclamadas por el Fondo. Entre ellas la reforma de la Carta Orgánica del Banco Central -que autoriza a emitir moneda para pagar deudas con el exterior- la eliminación en abril del 2004 del ajuste del CVS, la compensación a los bancos (...) y la reforma del sistema financiero” (C 05/09). A esta lista podríamos agregar la autorización por diputados de la ley que permite al Poder Ejecutivo aumentar unilateralmente las tarifas (C 03/09). 

Con todo (y con tanto por “pagar”) debemos advertir que la “ayuda” norteamericana, también esconde su inevitable “yapa”. Tanto desde el FMI, en voz de Anoop Singh; como desde EE.UU., en la del Subsecretario de Asuntos Hemisféricos, Roger Noriega, se llegó a una “feliz” coincidencia de criterios (que caen sobre Kirchner como una bolsa de plomo): ahora la gestión de Kirchner “tiene la voluntad política” para hacer las reformas (C 09/09). El colmo de la contradicción discursiva llegó de la mano de Lavagna, cuando reconoció, en este sentido, que tras las elecciones provinciales (con victorias del PJ) el Gobierno “tendrá más margen para sacar las leyes” que necesita para concretar las reformas económicas (...) “En todo este período preelectoral era difícil que se avanzara con algunas leyes importantes” (C 17/09). Las presiones del “amigo” americano se oyeron también en voz de George Bush que, mientras felicitaba a Kirchner, le advertía sobre las actitudes “díscolas” de la delegación argentina en la “fracasada” reunión de la OMC.

Finalmente, otro frente de conflicto se abre en torno al rumbo que va tomando la negociación con los acreedores privados de la Argentina (cuya deuda se mantiene aún en “default”). El gobierno argentino salió al ruedo promoviendo una quita del orden del 75% en dicha deuda. Mientras tanto, los acreedores se organizan y acumulan en Nueva York juicios por 1.000 millones de dólares contra el estado argentino (C 18/09). A nivel interno, fueron las AFJP (grandes tenedoras de títulos de deuda argentina) quienes pusieron el grito en el cielo y amenazaron con la reducción sustanciosa de las futuras jubilaciones de sus afiliados.

La malla de contención de la política “K”. Si bien no hubo organización burguesa que opere en la Argentina que no haya salido a celebrar el acuerdo, dos hechos concretos dieron cuenta de cuál es la malla que sostiene en pie al presidente y a su equipo.

Vayamos por partes. Por sobre todas las cosas lo que espera todo el arco de la burguesía es la recomposición de la acumulación del capital (acumulación que, como sabemos, implica ganadores y perdedores en una situación actual de todo o nada).

Recomposición que requiere de la apertura de las líneas de crédito, mantenidas en una situación de sequía que, como también sabemos, no se sostiene durante mucho tiempo. En este sentido, toda fracción burguesa coincide en un mínimo de condiciones, que un acuerdo con el FMI garantiza. 

Por eso, no obstante sus diferencias internas, banqueros chicos y grandes, entidades industriales y filiales de empresas extranjeras, apoyaron inmediatamente a la gestión gubernamental. Por supuesto exceptuamos a las empresas de servicios privatizados y a las AFJP, quienes se opusieron, no a un acuerdo con el Fondo, sino a los términos del mismo.

Pero, dejando de lado estas “grandes” coincidencias, reconozcamos en rigor, quienes sostienen, de entrada, al gobierno.

Kirchner, reticente a las reuniones públicas con organismos burgueses, anunció en un acto con la Unión Industrial Argentina (UIA) la concreción de una “alianza con la industria”. En dicho evento, se encontraban los “gordos” de la CGT y el ex-ministro, y artífice de la devaluación, Ignacio de Mendiguren (C 03/09).

Pero hubo otro acontecimiento “ejemplar”, que nos permite entender el “juego” que se desarrolla en torno al combate por las ganancias. En medio de las disputas con el capital europeo comprometido en las empresas privatizadas, un movimiento fugaz (mas no por eso aleccionador) del capital local (menos concentrado en relación al norteamericano y europeo) hizo de base en la política de mantener congeladas las tarifas. El Grupo Werthein (gran propietario de tierras y ganado, y de la financiera Caja de Ahorro) salió a apoyar al gobierno en el marco de las negociaciones con el Fondo, mientras anunciaba, a grito pelado, la compra del paquete francés de las acciones de Telecom. Kirchner aprovechó para propagandizar un imposible: “Es una alegría que capitales nacionales estén arriesgando en el país” (C 10/09). Los medios no faltaron al llamado patriótico: el capital “nacional” compra las compañías pretéritamente vendidas al extranjero.

La jugada de este grupo es clara: compra barato acciones de una Telecom fuertemente endeudada, esperando su revalorización en el mercado, para, cuanto antes, sacársela de encima y negocio hecho.

Mientras tanto, la fracción más chica (aunque poderosa) del capital con intereses en el país, logró por el momento: mantener las tarifas de los servicios congeladas (lo que representa un congelamiento de los costos) y un recorte en el capital que se les debe a los acreedores privados. Así, se evita una transferencia del capital hacia el sector acreedor privado, que a nivel interno se expresa en las AFJP, quienes desde la Unión de AFJP responsabilizan al gobierno por poner en juego la jubilación de 20 millones de personas (considerando los 9,3 millones de afiliados y sus familiares) (C 24/09). Un dato de peso confirma cómo la pelea entre los capitales la pagan, en primer término, los trabajadores: las estimaciones concluyen que un afiliado poseerá tan sólo un 30% de sus aportes, en caso de que se descargue sobre estos la tan celebrada quita en la deuda en default (C 25/09).

La pelea política

La durísima pelea por las ganancias, obliga al personal político a tomar posición, ante la mirada atenta de una sociedad que no deja margen para desentenderse de la situación. Las elecciones en varias provincias fueron una clara muestra de esto. Pero vayamos paso a paso.

En el mes de agosto, veíamos una singular manifestación de la pelea al interior de la burguesía: una fuerte discusión entre el presidente Néstor Kirchner y su vice, Daniel Scioli, tras las declaraciones de este último sobre la necesidad de aumentar las tarifas de los servicios públicos en plena negociación con el FMI, y a su postura con respecto a la revisión de las leyes de punto final y obediencia debida.

Tras los políticos, aparecían claramente dos sectores del empresariado. Uno conducido por el grupo local Techint, el otro por la banca extranjera y las privatizadas.

La escaramuza quedó “superada”, tras un recorte en la capacidad de decisión de Scioli, y las discusiones se trasladaron a un ámbito más amplio.

Para fines de agosto, el país fue visitado paralelamente por el presidente venezolano, Hugo Chávez, y por el secretario de Estado adjunto para Asuntos del Hemisferio Occidental de EE.UU., Roger Noriega. Y las declaraciones hacían obvias las diferencias: “La reunión entre Bush y Kirchner, hace un mes, en Washington, fue muy buena. Pero algunas señales contradictorias de la Casa Rosada hacen que Bush haga un seguimiento de la situación”, dijo un allegado a Noriega. No es casual que Noriega llegue al país al mismo tiempo que Kirchner recibió al presidente venezolano, Hugo Chávez, lo cual genera muchos interrogantes en Washington (LN 20/08).

Tampoco los europeos ven con buenos ojos una alternativa soberana en Latinoamérica: el gobierno italiano cuestionó el acercamiento de la Argentina a los presidentes de Cuba y de Venezuela, Fidel Castro y Hugo Chávez, respectivamente, y exigió que aclare esa relación (...) Lavagna justificó la buena sintonía presidencial con sus pares de Cuba y Venezuela y dijo que se produjo “por la desilusión que provocó en los argentinos el modelo neoliberal, que hizo que ellos inclinaran su simpatía hacia Chávez y Castro” (LN 26/08). Es muy significativa la respuesta de Lavagna, ya que hace explícita las presiones que la población genera sobre las políticas del gobierno, y el poco margen que esto les deja para actuar libremente.

También el empresariado local toma nota de las fracturas, y se posiciona al respecto, como el presidente de Fíat Argentina, Cristiano Rattazzi: “...el Gobierno puede empezar, una vez salido el default, a copiar lo que hizo España. Si toma hacia ese camino, reaparece también la inversión, pero tienen que tomar hacia ese lado y no hacia Chávez, hacia el caos venezolano. Por ahora el mensaje es mezclado. Es totalmente dual (LN 24/08).

Y nuevamente aparece la gobernabilidad, como el “divino tesoro” a cuidar, obligando a tomar posición al gobierno argentino. Así, en el discurso de recepción a Chávez, Kirchner pidió que “de una vez y para siempre se comprenda que no se puede seguir condenando a nuestros pueblos a la pobreza y la marginación para simular el cumplimiento de una deuda impagable” (...) “de seguir la lógica impuesta por el sistema financiero internacional, va a terminar por convertir este instante de esperanza en una nueva frustración” (LN 20/08). Iguales conceptos vertería en la Asamblea de las Naciones Unidas un mes mas tarde, en un discurso en el que presentó a los argentinos como “los hijos de las Madres de Plaza de Mayo” (LN 27/09).

Y en la frenética búsqueda de sostener el consenso alcanzado, en un acto en la provincia de Buenos Aires, Kirchner dijo que hay sectores poderosos que “están nerviosos” porque “se dan cuenta de que no tienen de empleado al Presidente”. “Yo estoy de un solo lado: del lado de la gente, de los argentinos” (LN 01/09).

Ante esto, nadie puede dejar de posicionarse, de uno u otro lado. Y para este sector del capital, resulta fundamental encolumnar tras su proyecto a los trabajadores, tal como lo intenta el dirigente de la Federación de Tierra y Vivienda (FTV), Luis D´Elía: “Creo que las contradicciones van a agudizarse con el transcurrir del tiempo (...) Estaremos en la calle si es necesario y a los tiros...” (LN 24/08).

También el ex presidente Raúl Alfonsín tomó partido: “...ésta es la última oportunidad y la última esperanza que tenemos para enfrentar el fuerte avance de la derecha neoliberal, que viene por más” (LN 02/09).

Y el propio Duhalde señaló: “Está en marcha una verdadera revolución y un cambio profundo del sistema de ideas que imperó en el país en los últimos años. Puedo garantizarles que vamos a estar apoyando este proceso de cambio” (LN 02/09).

 Desde el otro polo, el personal político comienza a reagruparse, tratando de generar una alternativa. Así lo expresaba Julio Falletti, principal espada política del reelecto gobernador de Neuquén por el Movimiento Popular Neuquino (MPN), Jorge Sobisch: “Tenemos la mejor de las relaciones con Reutemann y con Macri. También hablamos con Puerta y sobre todo tenemos mucho diálogo con (el gobernador de La Pampa) Rubén Marín. Con todos ellos buscaremos profundizar los vínculos para 2007.”(LN 27/09)

En tanto, se realizaron elecciones en varias provincias, y es tal el apoyo que Kirchner logra en la población, que casi todos los candidatos se proclaman kirchneristas, aún cuando se presenten por dentro o por fuera del PJ.

Aún así, hay varios elementos a analizar. En primer lugar, se consolidó el rechazo a la dirigencia política, aún cuando los medios de comunicación ocultaron deliberadamente los datos absolutos de las elecciones. Inclusive, los problemas no fueron sólo con los votantes, sino con las autoridades de mesa. Un ejemplo se vivió en la Capital, donde la jueza Servini de Cubría señaló: “Nunca tuvimos una elección con los problemas de esta vez. En un hecho inédito, casi un 50% de los ciudadanos convocados no ha concurrido a cumplir con su obligación, a pesar de los 50 pesos que se les pagaba” (LN 28/08).

Y esto se reflejaba en la primera vuelta porteña: Fueron más los porteños que no acudieron a las urnas que los que eligieron al candidato que logró más votos (LN 28/08). 

Dos semanas después, la tendencia se consolidaba a nivel nacional: “Las elecciones tuvieron un protagonista silencioso, que trascendió las fronteras provinciales y se convirtió en un denominador común de los cinco distritos donde se votó: el ausentismo electoral. En total, 4.030.556 personas no concurrieron a las urnas en la Capital Federal, y en las provincias de Buenos Aires, Chaco, Jujuy y Santa Cruz. Esto representa un 29,6% de los ciudadanos empadronados. Pero en la jornada electoral el ausentismo no actuó sólo. Tuvo de su lado a un socio un tanto más afamado: el voto negativo, que, entre blancos y nulos, llegó a 1.006.224, el 7,4% del padrón (...) El ausentismo es claramente superior al que se registró en las elecciones presidenciales de abril de este año y en las legislativas de octubre de 2001 (LN 16/09).

Gran parte de la explicación la encontramos al observar que la tan mentada renovación de la política brilla por su ausencia. El personal ejecutivo y legislativo es prácticamente el mismo que gobernó en las últimas décadas, cambiando solo la relación de fuerza entre facciones. 

Ahora veamos los datos desagregados:

Capital Federal. Jefe de Gobierno.


1° vuelta
2° vuelta
	Padrón
	2.597.993
	100%
	2.597.993
	100%

	Abstención
	816.368
	31,42%
	769.129
	29,60%

	Blanco/Nulos
	53.240
	2,05%
	96.320
	3,71%

	Total negativos
	869.608
	33,47%
	865.449
	33,31%

	Macri (C.P.C., PJ)
	639.497
	24,61%
	806.389
	31,03%

	Ibarra (F.Porteña)
	582.138
	22,40%
	926.155
	35,64%

	Zamora (AyL)
	212.637
	8,18%
	-
	-

	Bullrich (Recrear)
	170.023
	6,54%
	-
	-

	Caram (UCR)
	33.038
	1,27%
	-
	-

	Ripoll (IU)
	21.451
	0,82%
	-
	-


Río Negro. Gobernador.

	Padrón
	354.416
	100%

	Abstención
	97.746
	27,58%

	Blanco/Nulos
	26.594
	7,50%

	Total negativos
	124.340
	35,08%

	Saiz (UCR)
	73.951
	20,86%

	Soria (PJ)
	48.947
	13,81%


Santa Fe. Senador.

	Padrón
	2.234.151
	100%

	Abstención
	585.128
	26,19%

	Blanco/Nulos
	286.544
	12,83%

	Total negativos
	871.672
	39,02%

	Reutemann (PJ)
	774.997
	34,69%

	Binner (Socialista)
	398.466
	17,83%


Buenos Aires. Gobernador.

	Padrón
	9.811.286
	100%

	Abstención
	3.139.937
	32%

	Blanco/Nulos
	892.864
	9,10%

	Total negativos
	4.032.801
	41,10%

	Solá (PJ)
	2.501.954
	25,50%

	Patti (Federalista)
	704.533
	7,18%

	Rico (Fre.Po.Bo.)
	663.948
	6,77%

	Stolbizer (UCR)
	524.219
	5,34%


Chaco. Gobernador.

	Padrón
	656.643
	100%

	Abstención
	201.700
	30,71%

	Blanco/Nulos
	9.737
	1,48%

	Total negativos
	211.437
	32,20%

	Nikish (Fte. De Todos)
	244.491
	37,23%

	Capitanich (PJ)
	189.277
	28,82%


Jujuy. Gobernador.

	Padrón
	377.686
	100%

	Abstención
	127.957
	33,88%

	Blanco/Nulos
	14.400
	3,81%

	Total negativos
	142.357
	37,70%

	Fellner (PJ)
	131.517
	34,82%

	Morales (F.Jujeño)
	82.617
	21,87%


Santa Cruz. Gobernador.

	Padrón
	130.272
	100%

	Abstención
	33.531
	25,74%

	Blanco/Nulos
	10.636
	8,16%

	Total negativos
	44.167
	33,90%

	Acevedo (PJ)
	61.007
	46,83%

	Martínez (Conver.)
	24.035
	18,45%


Como vemos, en todos los casos se consolida la tendencia abstencionista, a la que en algunas regiones se le suma en forma importante el voto en blanco y nulo, siendo conjuntamente en casi todos los casos la primera fuerza. Asimismo, en todas las provincias se realizaron paralelamente elecciones a diputados nacionales, donde el voto en blanco crece respecto a lo aquí expuesto significativamente. Por otro lado, es de destacar que aumenta la cantidad de votantes en los lugares donde se polariza la elección, con dos candidatos opuestos con posibilidades de ganar, creciendo la abstención y el voto en blanco donde ya se sabe de antemano quién será el triunfador.

Respecto a las elecciones realizadas el 28 de septiembre en las provincias de Misiones y Neuquén, al cierre de esta edición no hay datos finales, pero están confirmadas las reelecciones de Rovira (apoyado por Kirchner) y la de Sobisch (MPN), respectivamente.

Podemos decir entonces que fue exitosa la política del gobierno de nacionalizar las elecciones provinciales, obteniendo buenos resultados en lo que a gobernadores, diputados y senadores se refiere. Sin embargo, la tendencia abstencionista muestra a las claras que el 80% de apoyo con que Kirchner cuenta según las encuestas, sólo se refiere a ciertas medidas, y no se traduce en una catarata de votos para los candidatos oficialistas.

Seguridad y militarización

En materia de seguridad, la polarización también se hace manifiesta, obligando al gobierno a tomar medidas que dificultan su relación con EE.UU.: Kirchner resolvió modificar el tipo de inmunidad que el gobierno le otorgará a las tropas de los EE.UU. que harán ejercicios militares en la Argentina en octubre próximo, de manera que esa inmunidad no será total, para cualquier delito, sino que será sólo funcional, o sea circunscripta a delitos vinculados con el ejercicio que motivan la presencia de esos militares en el país (LN 19/09). 

Conflicto social

El 19 de agosto, varias organizaciones piqueteras acamparon en Plaza de Mayo, reclamando 10.000 planes Jefas y Jefes de Hogar desocupados (LN 20/08).

El 27, la Corriente Clasista y Combativa (CCC) realizó cortes en Capital y el conurbano bonaerense, reclamando planes sociales, el “no pago de la deuda externa”, la “modificación de la ley de quiebras a favor de las fábricas recuperadas”, y “amnistía y desprocesamiento a luchadores populares” (LN 28/08).

El día 29, una movilización en Santa Fe reclamó subsidios para damnificados por las inundaciones, y a la noche se realizó un apagón en memoria de las víctimas (LN 30/08).

El 30, se realizó una marcha organizada por la Comisión contra la Represión Policial y la Impunidad (Correpi), y familiares del joven Martín Juárez, asesinado en la comisaría 3ª de Vicente López, hace un año. (LN 31/08).

El 3 de septiembre, el Bloque Piquetero Nacional se movilizó por aumento en los subsidios del plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados y una suba salarial para los trabajadores ocupados (LN 04/09).

El día 10, la CCC realizó movilizaciones en Capital y distintas provincias, con la consigna “no al FMI” (LN 10/09).

El 11 de septiembre, en Jujuy, estatales agrupados en ATE y la CTA cortaron puentes y suspendieron actividades por varias horas. En tanto, los docentes primarios continuaron su huelga de hambre frente a la Casa de Gobierno, en reclamo de aumento salarial y mejoras en el sistema educativo (LN 12/09).

El día 22, el Polo Obrero y el Bloque Nacional se movilizaron a los Tribunales de La Plata reclamando la libertad de detenidos políticos (LN 23/09).

Los días 24 y 25, el Frente de Trabajadores Combativos; el Movimiento Teresa Rodríguez; la Organización 26 de Junio; y la Unión de Trabajadores Ocupados, Desocupados y Changarines, realizaron piquetes en estaciones de las líneas A y C de subterráneos, en reclamo de puestos de trabajo, permitiendo el uso gratuito del servicio. El segundo día, fueron reprimidos por la policía (LN 25 y 26/09).

El día 26, en Mendoza, una movilización rechazó el otorgamiento de inmunidad a militares de EE.UU. que participarán del operativo Águila III (LN 27/09).

El mismo día, se realizaron actos conmemorando el Día por la Despenalización del Aborto en América latina y el Caribe en Capital, La Plata, Rosario, Córdoba, Mendoza, Neuquén y San Salvador de Jujuy (LN 27/09).

También el 26, el MTD Aníbal Verón realizó un acto a 15 meses de los asesinatos de Kosteki y Santillán (LN 27/09).

Por su parte, en la Capital, la Federación Tierra y Vivienda se movilizó en reclamo de planes sociales, trabajo y viviendas (LN 27/09).

Por otro lado, en la provincia de Neuquén, durante todo el mes de septiembre los gremios docentes mantuvieron cortados varios puentes provinciales, en reclamo de 70% de aumento salarial (LN 27/09).``
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